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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE : HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, doce de febrero de dos mil nueve
Acta número 0006 del 12 de febrero de 2009
Hoy, siendo las tres de la tarde, como fuera programado, esta Sala de Decisión se constituye en audiencia pública con el fin de resolver sobre la apelación concedida por el Juzgado Primero  Laboral del Circuito de Pereira, respecto al auto proferido el 28 de julio del pasado año, dentro del proceso ordinario promovido por Luz Elena Silva Méndez contra la sociedad I.N.G Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías S.A. 
El proyecto presentado por el ponente, discutido y aprobado por la mayoría tal como consta en el acta ya mencionada, da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Para lo que interesa al recurso, se tiene que la señora Luz Elena Silva Méndez interpuso demanda ordinaria laboral en contra de la sociedad I.N.G. Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías S.A., demanda que fue admitida por el Juzgado Primero Laboral de esta ciudad mediante auto del 9 de mayo de 2008.

Notificada la demandada, fl. 85, la accionada constituyó apoderado judicial para su defensa según escrito visible a folio 83 del expediente.

Por medio de escrito de folio 87 dio respuesta a la acción dentro del término establecido para ello, fl. 98, empero, dicho escrito, a pesar de estar dirigido al juzgado de conocimiento, es decir, al Primero Laboral del Circuito de Pereira, fue entregado por el apoderado, conforme al sello de recibido que ostenta al mencionado folio 98, en el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad, motivo por el cual  la Juez a quo, mediante providencia del 28 de julio de 2008, la tuvo por no contestada.

Contra la mentada decisión de la falladora de primera instancia, se interpusieron los recursos de reposición y en subsidio el de apelación fl. 123; argumenta el vocero judicial de la sociedad demandada que a su juicio, según criterios jurisprudenciales y doctrinarios, se ha de entender que la demandada si fue contestada, incluso en término oportuno, dándole cumplimiento al principio general del derecho procesal de la eventualidad, según el cual la oportunidad para dar respuesta a la demanda y llamar en garantía precluía el 9 de julio de 2008; afirma que una cosa es la falta absoluta de contestación de la demanda o la falta de contestación de la misma dentro del término legal y otra “muy distinta” el haber entregado la respuesta de la demanda oportunamente, pero en el despacho judicial equivocado; manifiesta que el artículo 31 del C.P.T. únicamente exige que la presentación de la respuesta a la demanda se haga dentro del término legal, lo cual fue cumplido, toda vez que ello se hizo el 9 de julio de 2008; cita doctrina respecto a la interpretación de la ley procesal, donde se afirma que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos en la ley sustancial, también se refiere al principio de la eventualidad y a la forma de presentar la demanda y la obligación que tienen los administradores de justicia, respecto a enviar la demanda, ante su falta de competencia para conocer de ella, ante quien consideren competente, conforme al artículo 85 del C.P.C.; se pronuncia someramente sobre el debido proceso y cita fallo de la Corte Constitucional respecto a la obligación, ya enunciada, contenida en el artículo 85 del C.P.C., para culminar afirmando que según su opinión, ello se aplica a cualquier escrito. 

En providencia del 19 de noviembre pasado, la a quo resolvió desfavorablemente el recurso de reposición incoado, concediendo en el efecto suspensivo el de apelación para ante esta Corporación.

Sustenta su decisión en que la contestación de la demanda no se presentó en término legal para ello, pues fue entregada en otro despacho judicial, precluyendo la oportunidad para presentarla en el juzgado de conocimiento. 
CONSIDERACIONES

El asunto que se pone a consideración de esta Sala es posible de revisar en apelación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65 numeral 1º del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social.

Entrando en materia, insólito, no de otra manera puede calificarse el pretender que se tenga por contestada una demanda presentando el escrito contentivo de la respuesta en despacho judicial diferente a aquel a quien correspondió el proceso por reparto, se trata aquí de un error inexcusable cometido por el togado, sin que ahora pueda pretender que, en contravía del debido proceso, se acepte una contestación extemporánea.

A folio 81 del expediente se encuentra el auto por medio del cual el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira admite la demanda, a folio 83 encontramos el poder debidamente conferido por la sociedad demandada a su apoderado, el cual va dirigido al mentado Juzgado Primero Laboral, seguidamente, a folio 86, reposa Comunicación para la Diligencia de Notificación Personal, donde de nuevo aparece el nombre del despacho de conocimiento, y por si fuera poco, el escrito de respuesta a la demanda, fl. 87, está dirigido al mismo Juzgado Primero Laboral del Circuito, por lo tanto, no se podría hablar de que el togado haya recibido una mala información o que por alguna razón extraña desconociese cual era el despacho ante el cual debía actuar.

Ahora bien, la notificación de la demanda se efectuó el 24 de junio de 2008, al mismo vocero judicial, lo cual quiere decir, que teniendo diez (10) días para dar contestación al libelo introductorio, conforme al artículo 74 del C.P.T.S.S., dicho término vencía el 9 de julio de 2008, lo cual efectivamente hizo, pero ante el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, tal como se lee en el sello impreso en la ultima hoja del documento, fl. 98, donde también se lee que fue recibido de su suscriptor, es decir el doctor Byron Ramírez Parra.

Y aunque inicialmente se podría afirmar que erró el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira al recibir un documento que en su encabezado enunciaba estar dirigido a otro despacho, ello no es excusa para el delicado descuido del togado, pues es aquel quien recibió el mandato por parte de su cliente, lo cual lo obliga asumir el encargo con el cuidado y la diligencia que son debidos, sin que sea menester del funcionario judicial entrar a suplir las deficiencias o descuidos que aquel pueda cometer en cumplimiento de su oficio.

Pretende el quejoso que lo importante es contestar la demanda dentro del término legal, dando a entender que no importa ante que despacho se presente; argumento totalmente descabellado, pues no solo es menester contestar en tiempo, es cuestión de elemental lógica que el memorial se debe dirigir y, sobre todo, presentar ante el despacho competente. Es cierto que se debe propender por la efectividad de los derechos reconocidos en la ley sustancial, sin embargo en aras de ello no puede ser sacrificado el rito procesal correspondiente a cada tipo de litigio, una cosa es que prevalezca el derecho sustancial y otra muy diferente sería acolitar y/o corregir los errores cometidos por las partes, lo cual sería actuar con parcialidad en contra de quien que ha actuado con el cuidado que su labor comporta, ocasionando además congestión en los diferentes despachos judiciales.
El proceso es una secuencia de actos, encaminados a la consecución de un fin determinado, sea al demandar la declaración de un derecho, al perseguir su satisfacción o al ejercer el derecho de defensa, pero todo dentro de un orden lógico y secuencial; es así como por ejemplo, una persona X es demandada laboralmente, correspondiendo el conocimiento del proceso a determinado despacho judicial, no puede el accionado dar respuesta a las pretensiones de su contraparte en el juzgado que a bien tenga, aceptar esto iría en contra del debido proceso y del mismo principio de eventualidad que invoca el recurrente, convirtiendo a los funcionarios judiciales en estafetas o mensajeros de las partes, cumpliendo con las obligaciones que a ellas corresponden.

Es así como la Corte Constitucional se refiere al derecho sustancial y al procesal:

“Cuando se habla de derecho sustancial o material, se piensa, por ejemplo, en el derecho civil o en el derecho penal, por oposición al derecho procesal, derecho formal o adjetivo. Estas denominaciones significan que el derecho sustancial consagra en abstracto los derechos, mientras que el derecho formal o adjetivo establece la forma de la actividad jurisdiccional cuya finalidad es la realización de tales derechos.  Sobre esta distinción, anota Rocco:

"Al lado, pues, del derecho que regula la forma de la actividad jurisdiccional, está el derecho que regula el contenido, la materia, la sustancia de la actividad jurisdiccional.

"El uno es el derecho procesal, que precisamente porque regula la forma de la actividad jurisdiccional, toma el nombre de derecho formal; el otro es el derecho material o sustancial.

"Derecho material o sustancial es, pues, el derecho que determina el contenido, la materia, la sustancia, esto es, la finalidad de la actividad o función jurisdiccional".  (ob. cit., tomo I, pág. 194).

De otra parte, las normas procesales tienen una función instrumental.  Pero es un error pensar que esta circunstancia les reste importancia o pueda llevar a descuidar su aplicación. Por el contrario, el derecho procesal es la mejor garantía del cumplimiento del principio de la igualdad ante la ley. Es, además, un freno eficaz contra la arbitrariedad. Yerra, en consecuencia, quien pretenda que en un Estado de derecho se puede administrar justicia con olvido de las formas procesales. Pretensión que sólo tendría cabida en un concepto paternalista de la organización social, incompatible con el Estado de derecho.” (
)
Afirma el impugnante que a este caso se le deben aplicar los lineamientos del artículo 85 del C.P.C., sin embargo dicho precepto se refiere exclusivamente a la presentación, inadmisión y rechazo de la demanda, no a su contestación.
Cita auto emitido por la Corte Constitucional, en el cual dicha Corporación se refiere al deber que tiene el juez de remitir la demanda, ante su incompetencia, a quien considere que la tiene, lo cual, en su errada opinión, se hace extensivo a cualquier tipo de escrito; argumento por demás disparatado, pues acarrearía que las partes en cualquier litigio, presentarían sus escritos y solicitudes ante cualquier despacho judicial, produciendo un desorden de gran envergadura y convirtiendo a los empleados judiciales prácticamente en sus dependientes, llevando y trayendo memoriales y escritos, lo cual es deber del mandatario judicial, en estricto cumplimiento de las obligaciones propias de su profesión.  
En ese orden de ideas, obligatoria se torna la confirmación del auto proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 28 de julio de 2008. Sin costas en el recurso. 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto del 28 de julio de 2008 proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, que por apelación ha conocido. Costas en esta Sede no se causaron.
Decisión notificada en estrados.

Los Magistrados
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Secretaria
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